ACCION DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA 

                                                       RADICACIÓN: 66001 31 09 001 2018 00112 01

 ACCIONANTE: PIEDAD RENDÓN ARIZA
ACCIONADA: COLPENSIONES Y OTRO  

ASUNTO: CONFIRMA DECISIÓN 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:

 Sentencia – 2ª Instancia – 5 de Septiembre de 2018

Proceso:    
      Acción de Tutela – 

Radicación Nro. :         66001 31 09 001 2018 00112 01

 Accionante:                 Piedad Rendón Ariza

Accionado:                   Colpensiones y otros
Magistrado Ponente:   Jairo Ernesto Escobar Sanz

Temas: 

       DERECHO SEGURIDAD SOCIAL/ PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA/   TRASLADO DE RÉGIMEN / PENSIÓN DE VEJEZ / OTRO MECANISMO DE DEFENSA JUDICIAL/ CONFIRMA
De todos modos, la accionante, tal como lo concluyó el juez de primer nivel, cuenta  con las vías ordinarias para  lograr el traslado de régimen, mediante acciones ante la justicia laboral por ser el escenario idóneo para el cometido perseguido, instancia a la cual no ha acudido o por lo menos en el expediente falta prueba de ello, lo que hace improcedente el amparo habida cuenta que la acción de tutela se encuentra concebida como un mecanismo ágil y sumario para la protección judicial de los derechos fundamentales, la que sólo está llamada a proceder cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, según lo consagrado por la Constitución Nacional en su artículo 86.    De igual forma, el Decreto 2591 de 1991 dispone en el artículo 6º que la acción de tutela no procederá “cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales”. Esto significa que, como mandato general, la acción de tutela no es procedente cuando quien la interpone cuenta con otra vía de defensa judicial para ventilar el asunto y lograr su protección, a no ser que la demanda de amparo  se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
(…)

Se concluye entonces, que la tutela no procede ni siquiera como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, toda vez que no se advierte que la negación del traslado de régimen pensional vulnere derechos fundamentales al actor, máxime que a la accionante le faltan menos de 10 años para pensionarse y las entidades accionadas para realizar la afiliación reclamada deben ajustarse a los lineamientos legales dispuestos para ello. Sobre la irremediabilidad del perjuicio, la Corte Constitucional
 estima indispensable que concurran las siguientes notas características: “(i) la inminencia del daño, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente, entendiendo por amenaza no la simple posibilidad de lesión, sino la probabilidad de sufrir un mal irreparable y grave de forma injustificada; (ii) la gravedad, esto es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; (iii) la urgencia, que exige la adopción de medidas prontas o inmediatas para conjurar la amenaza; (iv) la impostergabilidad de la tutela, que implica acreditar la necesidad de recurrir al amparo como mecanismo expedito y necesario para la protección de los derechos fundamentales
 ”.   (Subrayas propias)
Como consecuencia de lo anterior, este Tribunal considera que la decisión de primera instancia fue acorde con los presupuestos legales y jurisprudenciales y en tal sentido, se confirmará el fallo estudiado.
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SALA DE DECISIÓN PENAL
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Pereira, cinco (5) de septiembre de dos mil dieciocho (2018) 
Aprobado por Acta No.0755
Hora: 3:30 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la señora Piedad Rendón Ariza frente al  fallo emitido el  26 de julio de 2018 por el Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada en contra de COLPENSIONES y la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Protección S.A.
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES 
2.1. Narró la señora Piedad Rendón Ariza que nació el 15 de octubre de 1962, por lo que actualmente tiene 55 años de edad, que se encuentra afiliada al fondo de pensiones Protección S.A. desde marzo de 1997.

Informó la accionante que el 4 de abril de 2018 radicó en Colpensiones solicitud de traslado de fondo de pensiones, la cual fue negada por cuanto no se contaba con doble  asesoría.

Comentó haber ingresado a laborar el 17 de julio de 1987 y que en varias ocasiones ha solicitado información al fondo de pensiones sobre el formulario de afiliación, pero en Protección S.A. le informaron el 13 de febrero de 2018 que no tienen copia del mismo y que no cuentan con los registros de la asesoría que se realizó al momento del traslado, lo que significa que no existe una manifestación expresa de cambio de régimen pensional
Solicitó: i) amparar el derecho fundamental a la libre escogencia de régimen pensional, ii) autorizar el traslado de régimen pensional teniendo en cuenta que no obra constancia de su voluntad de su afiliación al fondo privado Protección S.A. , iii) ordenar a la AFP Protección S.A. que en el término improrrogable de un mes, contado a partir de la ejecutoria del fallo, proceda a efectuar el traslado de los saldos cotizaciones, bonos pensionales, sumas adicionales y sus respectivos frutos e intereses a Colpensiones y iv) ordenar a Colpensiones aceptar su traslado (Fls 1-7).

Allegó copia de los documentos que sustentan los hechos y pretensiones de la demanda de tutela  (Fls. 8-26).

3. RESPUESTA A LA DEMANDA

3.1. ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A 

Manifestó que la señora Piedad Rendón Ariza se encuentra afiliada a dicho fondo desde el 2 de marzo de 1997 y que dicho traslado se presume válido en razón a que cumple con los presupuestos de que trata el artículo 11 del Decreto 692 de 1994, por lo que no es posible cuestionar su afiliación, la que se produjo por su voluntad y liberalidad.

Mencionó que Colpensiones a la fecha no ha radicado ante Protección S.A. una solicitud formal de traslado que haya radicado la citada señora, trámite indispensable que debe adelantar con el fin de pronunciarse según establece la Circular Jurídica 029 de 2014 expedida por la Superintendencia Financiera. No obstante, si Colpensiones hubiera radicado el traslado aludido, el mismo debe ser rechazado por cuanto a la accionante le faltan menos de 10 años para cumplir la edad para tener derecho a la pensión de vejez, de acuerdo al artículo 2o de la Ley 797 de 2003.   Además, la actora tampoco cumple con el requisito de los 15 años de servicios cotizados, lo que se advirtió al ser revisada su historia laboral obtenida del aplicativo de la Oficina de Bonos Pensionales.

Hizo referencia al procedimiento sobre el diligenciamiento del formulario para trasladarse de fondo de pensiones, de las solicitudes de retracto, del reporte de solicitudes de traslado a la administradora anterior, del informe de solicitudes de traslado, de las causales del rechazo de traslado, de la efectividad del traslado a la nueva administradora para concluir que ese fondo no ha vulnerado los derechos fundamentales invocados por la accionante, quien no cumple con los requisitos legales ni jurisprudenciales para el traslado de régimen pensional.  Por lo tanto, consideró que el amparo debe ser negado (Fls. 30-35).

Adjuntó copia del resumen de la historia laboral de la señora Rendón Ariza (Fl. 36).

3.2. ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES-COLPENSIONES  
Consideró que la accionante cuenta con otros mecanismos  judiciales dispuestos para solicitar el traslado de régimen pensional como lo es acudir a la jurisdicción ordinaria laboral.
Indicó que tanto Protección S.A. como Colpensiones le dieron respuesta a la señora Rendón Ariza a su petición de traslado de régimen al de prima media con prestación definida.  En tal sentido, Colpensiones negó a la accionante su afiliación, por lo cual debe agotar los procedimientos administrativos y judiciales para tal fin, por lo que la acción de tutela resulta improcedente, máxime que la misma no demostró estar frente a un perjuicio irremediable.  En tal sentido, solicitó que se desestime el amparo invocado (Fls. 48-49).
Anexó copia de la respuesta emitida a la señora Rendón Ariza el 11 de abril de 2018 (Fl. 50).

4.  DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 26 de julio de 2018 el Juzgado 1º Penal del Circuito de Pereira, Risaralda resolvió declarar improcedente la acción de tutela interpuesta por la señora Piedad Rendón Ariza, al considerar que la misma cuenta con la jurisdicción ordinaria laboral para debatir lo concerniente al traslado de régimen pensional, por ser ese el escenario idóneo para tal fin y que la demanda de amparo no resultaba idónea al no haberse demostrado un perjuicio irremediable (Fls. 55-57).
La señora Rendón Ariza fue notificada del contenido de la sentencia de tutela mediante el oficio No.1153 del 27 de julio de 2018 (Fl. 58 frente), el cual fue enviado por correo electrónico esa misma fecha (Fl. 58 vuelto). 

5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, el 1o de agosto de 2018, la accionante allegó un escrito por medio del cual manifestó su inconformidad con lo decidido e insistiendo que fue trasladada al fondo privado sin que mediara su consentimiento a través del formulario de afiliación.

Hizo mención de las normas legales que indican sobre el derecho a la escogencia de régimen pensional  y consideró que si bien es cierto existe un procedimiento para declarar nula una supuesta afiliación, también lo es que el juzgado no tuvo en cuenta su edad de 55 años, ni la ausencia de su manifestación libre de cambiarse de régimen como tampoco que  en el reporte de semanas cotizadas actualizado al 28 de febrero de 2018 emitido por Colpensiones, el mismo registra “el número de documento digitado presenta una inconsistencia en la afiliación” y el reporte expedido por Protección se encuentran períodos que fueron reportados como cotizados, pese a que los mismos aparecen en el de Colpensiones.  De tal manera, que los errores de la administración no pueden ser soportados por los usuarios del sistema, según jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia.

Solicitó el amparo de sus derechos fundamentales y como consecuencia de ello, se declare como no válido el traslado de régimen de prima de prima media con prestación definida administrado por Colpensiones al de ahorro individual con solidaridad de Protección S.A. y en tal virtud, se ordene a Protección trasladar todos los valores depositados con sus rendimientos  (Fls. 59-62). 
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó la impugnante. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. 
6.6. En lo que respecta a los derechos  a la seguridad social y a la libre escogencia de régimen pensional, la Constitución Nacional en su artículo 48 dispone que: “se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la seguridad social”. Y en ese sentido, la Corte Constitucional señaló que procede la acción de tutela para amparar tales prerrogativas siempre y cuando se verifique una vulneración o amenaza de vulneración de las mismas, así
:

(…) La confianza del amparo del derecho a la seguridad social resulta ser esencial en un Estado Social de Derecho, por cuanto la satisfacción de su contenido, esto es, del derecho a la pensión y a la salud, implica el goce de las demás libertades del texto constitucional, la materialización del principio de la dignidad humana y la primacía de los derechos fundamentales, caracterizándose de este modo como un derecho de rango fundamenta.
El carácter fundamental del derecho a la seguridad social no es suficiente para que su amparo -ante una posible vulneración o amenaza- proceda por medio de la acción constitucional de tutela.  Al respecto en sentencia de unificación SU-062 de 2010 esta Corte consideró, bajo el supuesto de que “algunas veces [es] necesario adoptar políticas legislativas y/o reglamentarias para determinar específicamente las prestaciones exigibles y las condiciones para acceder a las mismas, las instituciones obligadas a brindarlas y su forma de financiación”, que “sólo una vez adoptadas las medidas de orden legislativo y reglamentario, si se cumplen los requisitos previstos en estos escenarios, las personas pueden, sin excepción, acudir a la acción de tutela para lograr la efectiva protección de estos derechos fundamentales cuando quiere que este se encuentre amenazado de vulneración o haya sido conculcados, previo análisis de los requisitos de procedibilidad de este mecanismo constitucional”.
De este modo, para que la tutela del derecho a la seguridad social sea procedente es necesario, en primer lugar, que a) se hayan adoptado las medidas de orden legislativo y reglamentario que permitan establecer instituciones encargadas de la prestación del servicio, las condiciones para acceder a la prestación y un sistema que asegure la provisión de fondos, y en segundo lugar, b) se satisfagan los requisitos generales para la procedencia de la acción de tutela.
4. Como parte del ejercicio del derecho a la seguridad social está la facultad en el ámbito pensional de escoger por parte del afiliado el régimen al cual ingresar, esto es, al de prima media con prestación definida o al régimen de ahorro individual con solidaridad. Igual facultad de libre escogencia está presente en el sistema general de salud, donde el afiliado puede elegir entre las diversas entidades prestadoras del servicio de salud. Empero advierte esta Sala, como más adelante se hará énfasis, que este derecho de traslado no es absoluto y que está sujeto a las disposiciones legales que regulan la materia. 

5. En lo que atañe al supuesto de esta acción de tutela, esto es, al amparo del derecho a la seguridad social en lo que respecta a la libre escogencia del régimen pensional y la consecuente opción de traslado de un régimen a otro, esta Sala considera, como en otras ocasiones ya lo ha hecho esta Corporación, que la acción de tutela es procedente, por cuanto a) existe regulación expresa para hacer efectivo el derecho al traslado de régimen pensional dispuesto en la Ley 100 de 1993 artículo 13 literal e), esto es, que existen medidas de orden legislativo para hacer efectiva esta facultad y b) que a pesar de la existencia de un medio judicial ordinario para el amparo de este derecho, este instrumento no resulta idóneo para su amparo efectivo.
Así, se ha de ver que la intervención del juez constitucional es necesaria por cuanto en palabras de esta Sala: “si se declarara la improcedencia y la peticionaria se viera obligada a recurrir a la jurisdicción laboral ordinaria, debido a la presumible demora de ese tipo de procesos, podrían producirse situaciones indeseables como, por ejemplo, que la actora cumpliera los requisitos para pensionarse y se le reconociera su derecho a la pensión pero no se supiera a qué régimen pensional estuviera afiliada, lo cual desembocaría en interrogantes como:“¿qué pasaría si, al final del proceso laboral, se decide que pertenece a un régimen distinto a aquél conforme al cual se le reconoció la pensión en primer lugar? ¿Cómo se realizaría el cálculo del monto que debería trasladar al régimen de prima media?.
6.7. En el caso sub examine, la Sala observa que la señora  Piedad Rendón Ariza acudió al juez constitucional con el fin de que se decrete por esta vía la nulidad de su afiliación al régimen de pensiones administrado por la AFP PROTECCIÓN S.A.  por cuanto considera que su traslado del régimen de prima media con prestación definida al de ahorro individual con solidaridad, se hizo sin su consentimiento, pues no obra copia del formulario de afiliación que así lo demuestre.  Por lo tanto, Protección S.A. deberá trasladar a Colpensiones todos los montos cotizados en ese fondo privado junto con sus rendimientos y por ende, Colpensiones deberá aceptar tal traslado. 

6.6.7. Sea lo primero advertir, que la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha indicado que la naturaleza de la acción de tutela impide reclamaciones relacionadas con el traslado entre AFP, puesto que la competencia prevalente para ese tipo de conflictos es la jurisdicción ordinaria laboral. Sin embargo, de manera excepcional, ha señalado, que en algunos casos muy específicos, se ha verificado que se reúnen unas condiciones especiales que hacen viable esa tutela excepcional de los derechos fundamentales, es decir, en aquellos que se reconozca claramente que de no utilizarse este medio se podrían presentar las condiciones de un perjuicio irremediable. Al respecto, en la Sentencia T-014 de 2016, dicha Corporación reiteró lo siguiente: 

“(…)  Dicho perjuicio,…, debe cumplir las siguientes condiciones: ser inminente, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente; ser grave, esto es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; ser urgente, es decir, que exija la adopción de medidas prontas o inmediatas para conjurar la amenaza; ser impostergable, es decir, acreditar la necesidad de recurrir al amparo como mecanismo expedito y necesario para la protección de los derechos fundamentales (…)”
6.6.8.  De acuerdo a lo anterior, pese a que la impugnante persiste en que sus derechos fundamentales se encuentran afectados por no haber contado con una afiliación válida al régimen pensional administrado por el fondo privado Protección S.A., esta Sala considera que la señora Rendón Ariza no allegó material probatorio alguno que acredite que la misma se encuentre frente a un daño o perjuicio irremediable que deba ser conjurado por el juez de tutela. Nótese que para que proceda el amparo de sus derechos fundamentales, pese a la existencia de otros mecanismos judiciales, esta instancia constitucional no puede inferir la actora sea una persona de especial protección constitucional o que esté afectado su mínimo vital, de tal manera que se desvirtuara la idoneidad y eficacia de la jurisdicción ordinaria para reclamar el traslado de administradora de pensiones, toda vez que la misma no es una persona de la tercera edad, pues cuenta a la fecha con 55 años, tal como ella misma lo indicó, ya que tampoco allegó copia de su documento de identidad, ni sufre una enfermedad incapacitante o catastrófica; tampoco refirió si carecía de trabajo o ingresos para su sostenimiento o, que tenga una situación económica difícil que le impida acudir a dichos mecanismos.
6.6.9.  De todos modos, la accionante, tal como lo concluyó el juez de primer nivel, cuenta  con las vías ordinarias para  lograr el traslado de régimen, mediante acciones ante la justicia laboral por ser el escenario idóneo para el cometido perseguido, instancia a la cual no ha acudido o por lo menos en el expediente falta prueba de ello, lo que hace improcedente el amparo habida cuenta que la acción de tutela se encuentra concebida como un mecanismo ágil y sumario para la protección judicial de los derechos fundamentales, la que sólo está llamada a proceder cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, según lo consagrado por la Constitución Nacional en su artículo 86.    De igual forma, el Decreto 2591 de 1991 dispone en el artículo 6º que la acción de tutela no procederá “cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales”. Esto significa que, como mandato general, la acción de tutela no es procedente cuando quien la interpone cuenta con otra vía de defensa judicial para ventilar el asunto y lograr su protección, a no ser que la demanda de amparo  se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia T-347 de 2016 la Corte Constitucional señaló que:

“… el mecanismo ordinario previsto por el ordenamiento jurídico para resolver un asunto no es idóneo, cuando, por ejemplo, no permite resolver el conflicto en su dimensión constitucional o no ofrece una solución integral frente al derecho comprometido. En este sentido, esta Corporación ha dicho que: “el requisito de la idoneidad ha sido interpretado por la Corte a la luz del principio según el cual el juez de tutela debe dar prioridad a la realización de los derechos sobre las consideraciones de índole formal.    La aptitud del medio de defensa ordinario debe ser analizada en cada caso concreto, teniendo en cuenta, las características procesales del mecanismo, las circunstancias del peticionario y el derecho fundamental involucrado”.  En todo caso, cuando el amparo se solicita frente a un sujeto de especial protección constitucional (v.gr. una persona de la tercera edad; un niño, niña o adolescentes; una mujer embarazada o en período de lactancia; una persona inválida o en situación de discapacidad), el juicio de procedencia de la acción de tutela debe hacerse menos riguroso”.
6.6.10. Así mismo, la Sentencia SU-961 de 1999 consideró que: “en cada caso, el juez está en la obligación de determinar si las acciones disponibles le otorgan una protección eficaz y completa a quien la interpone. Si no es así, si los mecanismos ordinarios carecen de tales características, el juez puede otorgar el amparo de dos maneras distintas, dependiendo de la situación de que se trate. La primera posibilidad es que las acciones ordinarias sean lo suficientemente amplias para proveer un remedio integral, pero que no sean lo suficientemente ex8peditas para evitar el acontecimiento de un perjuicio irremediable. En este caso será procedente la acción de tutela como mecanismo transitorio, mientras se resuelve el caso a través de la vía ordinaria”. Por lo tanto, se reitera que el escenario apropiado para discutir el tema puesto en conocimiento por el actor es la jurisdicción laboral ordinaria, donde se deberá probar que el traslado de la señora Rendón Ariza al fondo de pensiones PROTECCIÓN S.A. no se hizo en forma libre, espontánea y sin presiones y de ser el caso, se decrete la nulidad e ineficacia del mismo.  
6.6.11.  Lo anterior, por cuanto a simple vista no se observa vulneración a los derechos fundamentales invocados por la accionante al negarle el traslado al régimen pensional administrado por Colpensiones, ni transgresión a la facultad de libre escogencia del régimen pensional, lo que hace improcedente el amparo reclamado, tal como lo ha indicado la Corte Constitucional en la Sentencia T-114 de 2000 cuando señaló que: “para que proceda la acción de tutela cuando se alega violación de un derecho fundamental es preciso que esa situación se presente de bulto ante el juez, que sea protuberante. Por lo tanto, no procederá la acción cuando el juez tenga que adentrarse en disquisiciones y pruebas detalladas tendentes a establecer si un hecho constituye  una vulneración de un derecho fundamental”
6.6.12. Se concluye entonces, que la tutela no procede ni siquiera como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, toda vez que no se advierte que la negación del traslado de régimen pensional vulnere derechos fundamentales al actor, máxime que a la accionante le faltan menos de 10 años para pensionarse y las entidades accionadas para realizar la afiliación reclamada deben ajustarse a los lineamientos legales dispuestos para ello. Sobre la irremediabilidad del perjuicio, la Corte Constitucional
 estima indispensable que concurran las siguientes notas características: “(i) la inminencia del daño, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente, entendiendo por amenaza no la simple posibilidad de lesión, sino la probabilidad de sufrir un mal irreparable y grave de forma injustificada; (ii) la gravedad, esto es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; (iii) la urgencia, que exige la adopción de medidas prontas o inmediatas para conjurar la amenaza; (iv) la impostergabilidad de la tutela, que implica acreditar la necesidad de recurrir al amparo como mecanismo expedito y necesario para la protección de los derechos fundamentales
 ”.  
(Subrayas propias)
Como consecuencia de lo anterior, este Tribunal considera que la decisión de primera instancia fue acorde con los presupuestos legales y jurisprudenciales y en tal sentido, se confirmará el fallo estudiado.

DECISIÓN 

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de tutela proferida el 26 de julio de 2018 por el Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada en contra de COLPENSIONES y la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Protección S.A.

SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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